
PUBLICADO EN LA GACETA Nº105  DEL 02-06-2008 

 

Nº 34530-MP-MAG 

LA PRIMERA VICEPRESIDENTA 

EN EL EJERCICIO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA 

Y EL MINISTRO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA 

En ejercicio de las facultades que les confieren los artículos 140, incisos 3) y 18) y 180 de la 

Constitución Política, artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 incisos b) y j), de la Ley N° 6227 

del 2 de mayo de 1978 que es Ley General de la Administración Pública, y la Ley N° 8488 del 

11 de enero del 2006, que es la Ley Nacional de Prevención de Riesgo y Atención de 

Emergencias. 

Considerando: 

1º—Que en lo largo del año dos mil ocho, la zona norte del país ha sido afectada por un periodo 

de sequía, a consecuencia de un periodo de lluvias deficitaria, causado escenarios secos o 

extremadamente secos en dicha región, situación que según reporta el Instituto Meteorológico 

Nacional, se agrava por el hecho de la ausencia de frentes fríos, que contribuyó a la falta de 

precipitaciones y que a la fecha reporta un déficit acumulado en los últimos cuatro meses de 

menos el 35%. Esta situación, de acuerdo a los pronósticos meteorológicos, puede persistir en 

los meses de junio a octubre de este año. 

2º—Que la severidad del actual período seco, las altas temperaturas, la reducción del agua de 

lluvia y la profundización del nivel friático, provocan problemas de salud pública y 

consecuentemente riesgo a la vida humana, debido a la falta de agua potable, siendo que el 

Ministerio de Salud reporta un aumento en la zona de enfermedades gastrointestinales en los 

últimos dos meses. Asimismo, se ha causado la deshidratación, desnutrición y la muerte de 

cientos de cabezas de ganado, lo que unido a la pérdida de productos agrícolas, redunda en 

pérdidas económicas a nivel de producción y bienestar animal, así como daños ambientales, 

resultado de todos los fenómenos indicados. 

3º—Que los daños más severos se han presentado en los cantones de Guatuso, Los Chiles, 

Upala y San Carlos de la Provincia de Alajuela. 



4º—Que la vida de la población, sus bienes y el ambiente, son parte del interés público tutelado 

por el Estado costarricense, quien debe velar por su protección, resguardo, seguridad y en 

general por la conservación del orden social. 

5º—Que la Ley Nacional de Prevención del Riesgo y Atención de Emergencias dispone que en 

caso de calamidad pública ocasionada por hechos de la naturaleza o del hombre que son 

imprevisibles o previsibles pero inevitables y no puedan ser controlados, manejados ni 

dominados con las potestades ordinarias de que dispone el Gobierno, el Poder Ejecutivo podrá 

declarar emergencia nacional en cualquier parte del territorio nacional, a fin de integrar y 

definir las responsabilidades y funciones de todos los organismos, entidades públicas, privadas 

y poder brindar una solución acorde a la magnitud del desastre. 

6º—Que en razón de lo expuesto se hace necesaria la promulgación de un marco jurídico para 

tomar las medidas de excepción que señala la Constitución Política y la Ley Nacional de 

Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, para hacerle frente a los daños y pérdidas 

ocasionadas por este fenómeno meteorológico y mitigar las consecuencias que ocasionó su 

impacto en las diferentes zonas del país. Por tanto, 

DECRETAN: 

Artículo 1º—Se declara estado de emergencia la situación generada por la sequía que afecta los 

cantones de de Guatuso, los Chiles, Upala y San Carlos de la provincia de Alajuela. 

Artículo 2º—Para los efectos correspondientes, se tienen comprendidas dentro de la presente 

declaratoria de emergencia las tres fases que establece la Ley Nacional de Prevención del 

Riesgo y Atención, a saber: 

a)  Fase de Respuesta. 

b)  Fase de Rehabilitación. 

c)  Fase de Reconstrucción. 

Artículo 3º—Se tienen comprendidas dentro de esta declaratoria de emergencia todas las 

acciones y obras necesarias para la atención, rehabilitación, reconstrucción y reposición de la 

infraestructura, las viviendas, las comunicaciones y la agricultura dañadas y en general todos 

los servicios públicos dañados que se ubiquen dentro de la zona de cobertura señalada en el 

artículo 1) de este Decreto, todo lo cual debe constar en el Plan General de la Emergencia 

aprobado por la Junta Directiva de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención 

de Emergencias, para poder ser objeto de atención conforme al concepto de emergencia. 

Artículo 4º—La Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias será 

el órgano encargado del planeamiento, dirección, control y coordinación de los programas y 

actividades de protección, salvamento, atención, rehabilitación y reconstrucción de las zonas 



declaradas en estado de emergencia, para lo cual podrá designar como unidades ejecutoras a las 

instituciones que corresponda por su competencia o a ella misma. 

Artículo 5º—De conformidad con lo dispuesto por la Ley Nacional de Prevención del Riesgo y 

Atención de Emergencias, el Poder Ejecutivo, las instituciones públicas, entidades autónomas y 

semiautónomas, y empresas, del Estado, municipalidades, así como cualquier otro ente u 

órgano público están autorizados para dar aportes, donaciones, transferencias y prestar la ayuda 

y colaboración necesaria a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de 

Emergencias. 

Artículo 6º—Para la atención de la presente declaratoria de emergencia la Comisión Nacional 

de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, de conformidad con la Ley Nacional de 

Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, podrá destinar fondos y aceptar donaciones 

de entes públicos y privados. 

Artículo 7º—La Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, para 

la atención de esta emergencia podrá utilizar fondos remanentes no comprometidos de otras 

emergencias finiquitadas o vigentes, según disponga la Junta Directiva de este órgano. 

Artículo 8º—Los predios de propiedad privada ubicados en el área geográfica establecida en 

esta declaratoria de emergencia, deberán soportar todas las servidumbres legales necesarias para 

poder ejecutar las acciones, los procesos y las obras que realicen las entidades públicas en la 

atención de la emergencia, siempre y cuando ello sea absolutamente indispensable para la 

atención oportuna de la misma, de conformidad con lo dispuesto en la primera fase de la 

emergencia. 

Artículo 9º—La presente declaratoria de emergencia se mantendrá vigente durante el plazo que 

el Poder Ejecutivo disponga, según los informes que sean emitidos por la Comisión Nacional de 

Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias o en su defecto por el plazo máximo que 

establece la Ley Nº 8488. 

Artículo 10.—Rige a partir del 7 de mayo del 2008. 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los veintidós días del mes de mayo del 

dos mil ocho. 

LAURA CHINCHILLA MIRANDA.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez y 

el Ministro de Agricultura y Ganadería, Javier Flores Galarza.—1 vez.—(Solicitud Nº 

49818).—C-60740.—(D34530-49263). 

 


